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			Resumen

			El texto se basa en los argumentos expuestos en los distintos informes presentados, hasta ahora, en calidad de relator especial de las Naciones Unidas sobre los derechos humanos al agua potable y al saneamiento. Se parte de la paradoja que supone la crisis vigente de acceso al agua potable en un planeta en el que el agua es abundante, para identificar tres desafíos clave: hacer las paces con nuestros ríos, acuíferos y ecosistemas acuáticos; hacer del agua un argumento para la paz y la cooperación entre los pueblos; y promover una gobernanza democrática del agua, entendida como un bien común y no como una mercancía. En relación con este último desafío se propone la asignación de distintos rangos éticos para la priorización de los usos del agua. A continuación, se promueve afrontar el cambio climático y gestionar los ecosistemas acuáticos y el agua como bienes comunes, garantizando la sostenibilidad desde un enfoque basado en los derechos humanos. Frente a este enfoque, se apuntan los riesgos que derivan de la privatización, mercantilización y financiarización del agua. Se concluye argumentando la necesidad de promover acuerdos e instituciones transfronterizas para gestionar cuencas y acuíferos compartidos, al tiempo que denunciando el uso del agua como arma contra la población civil en guerras como la de Gaza.
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			GLOBAL WATER CRISIS ON PLANET WATER, THE BLUE PLANET 

			Abstract

			The text is based on the arguments in the different reports presented by the United Nations Special Rapporteur on the human rights to safe drinking water and sanitation. Its starting point is the paradox of the current crisis in access to safe drinking water on a planet where water is abundant. It goes on to identify three key challenges: making peace with our rivers, aquifers and aquatic ecosystems; making water an argument for peace and cooperation between peoples; and promoting a democratic governance of water, understood as a common asset and not a commodity. Assigning different ethical ranks for prioritising water uses is proposed with regard to the latter challenge. Next, the article promotes tackling climate change and managing aquatic ecosystems and water as common assets, ensuring sustainability through a human rights-based approach. The risks arising from privatisation, commercialisation and financialisation of water are pointed out in relation to this approach. The article concludes by arguing for the need to promote cross-border agreements and institutions to manage shared basins and aquifers, while denouncing the use of water as a weapon against civilian populations, such as in the war in Gaza. 
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			1 Introducción

			En mi primer informe como relator especial de Naciones Unidas ante el Consejo de Derechos Humanos en Ginebra (Arrojo Agudo, 2021a) presenté mi diagnóstico de lo que caractericé como una crisis tan grave como paradójica: la crisis global del agua en el planeta del agua, el planeta azul. 

			Hablar de crisis global del agua resulta fácil de justificar sin más que poner sobre la mesa la estimación vigente de 2000 millones de personas sin acceso garantizado al agua potable. Sin embargo, hablar de esa crisis como paradójica, en el “planeta agua”, induce una cierta provocación, al dejar implícito que la clave no debe situarse en argumentos de escasez, que a menudo se invocan como clave de la citada crisis. Incluso, a menudo, se llega a plantear el pretendido desecamiento general del planeta, por el cambio climático en curso, ignorando las más elementales evidencias y principios científicos. El cambio climático, como es bien sabido, surge como consecuencia de un incremento general de las temperaturas por la emisión masiva de gases de efecto invernadero. Lógicamente, a mayores temperaturas se incrementa la evaporación en mares y océanos; y, teniendo en cuenta que todo lo que sube acaba bajando, esa evaporación más intensa generará necesariamente mayores precipitaciones. Los problemas, por tanto, no surgen por reducción de las precipitaciones medias, sino por cambios en los patrones pluviométricos, presididos por la creciente variabilidad de las precipitaciones, con el consiguiente incremento de riesgos, tanto de sequía como de fuertes lluvias, lo que, sin duda, dificulta y dificultará el acceso al agua potable para quienes viven en situaciones de mayor vulnerabilidad y pobreza (Arrojo Agudo, 2022a).

			En definitiva, tal y como vengo argumentando desde mi toma de posesión como relator especial de Naciones Unidas hace ya tres años, con la excepción de quienes habitan territorios áridos o semiáridos, que con el cambio climático pueden acabar siendo inhabitables por falta física de agua, la inmensa mayoría de esos 2000 millones de personas sin acceso garantizado al agua potable no son propiamente sedientos, sin agua en sus entornos de vida, sino personas gravemente empobrecidas que viven junto a ríos o sobre acuíferos contaminados y/o sobreexplotados por actividades económicas que acaparan de forma abusiva e insostenible los caudales disponibles. Afrontamos, en suma, una crisis global del agua cuyas claves están en los modelos de gobernanza vigentes y en la insostenibilidad que provocamos en los ecosistemas acuáticos que nos abastecen. 

			2 Tres desafíos clave

			En este contexto, vengo proponiendo centrar los esfuerzos en tres desafíos clave:

			
					hacer las paces con nuestros ríos, acuíferos y ecosistemas acuáticos;

					hacer del agua un argumento para la paz y la cooperación entre los pueblos, y

					promover una gobernanza democrática del agua, entendida como un bien común y no como una mercancía.

			

			Al primer desafío dediqué mi informe temático de 2023 ante el Consejo de Derechos Humanos en Ginebra (Arrojo Agudo, 2023a). Tal y como argumenté en dicho informe, sin duda disponemos de múltiples tecnologías que permitirían afrontar los problemas que sufren los 2000 millones de personas sin acceso garantizado al agua potable: desde instalar plantas de ósmosis inversa para depurar cualquier posible contaminante, hasta construir infraestructuras que capten y lleven aguas de calidad desde donde sea necesario. El problema está en que hablamos de personas que viven en condiciones de extrema pobreza y que, por tanto, no pueden cubrir los correspondientes costes. La única alternativa viable está en recuperar el buen estado de los ecosistemas acuáticos de los que dependen a diario, y en priorizar ese uso sobre cualquier actividad productiva, por rentable que sea y por poderosos que sean sus promotores. Por tanto, se trata de, por un lado, recuperar la ingeniería natural que mueve el ciclo natural del agua en islas y continentes, asumiendo un enfoque ecosistémico que permita una gestión sostenible de ríos, lagos, humedales y acuíferos, y, por otro lado, garantizar la prioridad del agua potable sobre otros usos. 

			El segundo desafío presidió el otro informe temático de 2023, centrando la atención sobre la gestión de las cuencas y acuíferos transfronterizos, que, de hecho, suponen el 60 % de las aguas dulces accesibles en islas y continentes (Arrojo Agudo, 2023b). Transitar del tradicional enfoque de gestión del agua como simple recurso a nuevos enfoques de gestión ecosistémica es vital, y más si queremos gestionar y minimizar los riesgos que el cambio climático nos impone. Mientras la visión de recurso anima a la competencia por apropiar o controlar el agua, el enfoque ecosistémico nos convoca a compartir responsabilidades para que los ecosistemas funcionen adecuadamente, en beneficio de todos.

			El tercer desafío, desarrollar una gobernanza democrática del agua, priorizando sus funciones como alma azul de la vida, respetando la salud y la sostenibilidad de los ecosistemas acuáticos que vertebran la vida y, sobre esa base, gestionar el agua como un bien común, accesible para todos pero no apropiable por nadie, desde un enfoque basado en los derechos humanos (Arrojo Agudo, 2021a).

			3 Rangos éticos de prioridad

			Para explicar la necesidad de discernir rangos éticos y priorizar los usos y valores en juego, resulta útil contrastar la gestión del agua y la gestión de la madera como bienes naturales y renovables. En ambos casos, ante todo, habrá que entender ríos y bosques como ecosistemas vivos, y no como canales de H2O y almacenes de madera, respectivamente. Por tanto, será fundamental garantizar una gestión sostenible de dichos ecosistemas. Sobre esa base, en el caso de la madera, el leñador o la empresa que explote adecuadamente el bosque acabará vendiendo los troncos a algún aserradero, que a su vez venderá las vigas y tablas a empresas de construcción, astilleros, carpinteros o industriales que acabarán vendiendo sus productos a unos u otros. En definitiva, sobre la base de garantizar una gestión forestal sostenible, el mercado parece una herramienta adecuada para gestionar la madera como recurso, en la medida que sus utilidades son consistentemente intercambiables y sustituibles por bienes de capital, por dinero. 

			Sin embargo, si pensamos en las múltiples funciones y utilidades del agua, veremos que los valores en juego a menudo ni siquiera son comparables. ¿Cómo comparar, por ejemplo, el valor que tiene el agua que necesita una familia para una vida digna, con el valor del agua para llenar legítimamente una piscina? Como profesor de economía, siempre hice reflexionar a mis estudiantes sobre los valores que más nos importan en la vida, para acabar constatando que son generalmente las cuestiones más valiosas las que, como el cariño verdadero de la copla, ni se compran ni se venden. Ciertamente, se administran y gestionan, pero no con base en la lógica del mercado. Aristóteles, hace la friolera de 2400 años, distinguía economía de crematística, dos términos que hemos heredado en castellano y que hoy confundimos a menudo como sinónimos. La economía para Aristóteles era el arte de administrar los bienes de la casa, mientras que la crematística se ocupaba de gestionar los bienes que se compraban y se vendían en el mercado. “Todo necio confunde valor y precio”, decía por su parte Antonio Machado…

			Si reflexionamos sobre los valores y utilidades en juego en la gestión de aguas, nos encontramos con la necesidad de situarlos en diferentes rangos y niveles de prioridad ética (Arrojo Agudo, 2021a). Por ello, propongo establecer un marco de gobernanza del agua, con normas que distingan los siguientes niveles de prioridad, y que establezcan en cada caso adecuados criterios de gestión:

			
					el agua para la vida;

					el agua en funciones y usos de interés general de la sociedad;

					el agua para el desarrollo económico, más allá de las necesidades básicas, y

					el agua-crimen.

			

			El agua para la vida incluye aquellos usos y funciones que sustentan la biodiversidad y, en particular, la vida de los seres humanos, individual y colectivamente; usos y funciones que deben ser garantizados con máxima prioridad. Es agua para la vida el mínimo vital de agua de calidad que cualquier persona necesita para una vida digna, para garantizar sus derechos humanos al agua potable y al saneamiento. Al respecto, en el proceso de transposición a la legislación española de la Directiva de Agua Potable, además de reconocerse el derecho humano al agua potable, se han establecido 100 litros por persona y día como mínimo vital para garantizar esos derechos humanos.1 Es de notar que 100 litros/persona/día suponen menos del 5 % del agua que extraemos de la naturaleza; ningún río se secará por sacarle el 5 % del agua que le detraemos en la actualidad. Debe considerarse también agua para la vida la que necesitan las comunidades rurales empobrecidas para producir los alimentos que necesitan para su supervivencia; uso que debe considerarse en el ámbito del derecho humano a la alimentación. Incluso el caudal ecológico que necesitan los ecosistemas para preservar su buena salud y sostenibilidad debe considerarse también agua para la vida, en el ámbito del derecho humano a un medioambiente saludable y sostenible, reconocido recientemente por Naciones Unidas. Raramente podrá justificarse la falta de caudales para satisfacer estos usos y funciones si les asignamos la prioridad que exige su vinculación al espacio de los derechos humanos, anteponiéndolos sobre otros usos. A menudo se justifica la quiebra de estos derechos humanos por falta de medios para realizar las inversiones precisas; sin embargo, es importante recordar y subrayar que la falta de medios no disculpa la falta de prioridad en la aplicación de los medios disponibles.

			En un segundo nivel de prioridad deben gestionarse los usos y funciones que la sociedad identifique y establezca democráticamente como de interés general. Puede ser de interés general, por ejemplo, priorizar los usos urbanos en general, más allá de ese mínimo vital que debe cubrir los derechos humanos al agua potable y al saneamiento. Puede considerarse de interés general reservar determinados caudales para el regadío en explotaciones familiares cuya viabilidad se considere importante para la sociedad en su conjunto. También serían de interés general los caudales fluviales de los ríos catalogados en Estados Unidos como ríos escénicos y salvajes, en aplicación de la Wild & Scenic Rivers Act, al considerarlos como patrimonios naturales de la nación.2 En la medida que es el conjunto de la sociedad quien determina el interés general de esos usos, el Estado deberá poner los medios públicos necesarios para satisfacerlos. También pueden establecerse diversos tipos de subvenciones, como es el caso de las tarifas crecientes, por bloques de consumo, en los servicios de agua y saneamiento urbanos, que más adelante explicamos. 

			En un tercer nivel de prioridad, debe situarse el agua para el desarrollo económico, en actividades productivas que nos permiten mejorar nuestro nivel de vida, más allá de las necesidades básicas. Son estos usos los que suelen generar problemas de escasez y de contaminación, y llegar a poner en riesgo la sostenibilidad de los ecosistemas y los derechos humanos, especialmente de quienes viven en situaciones de mayor pobreza y vulnerabilidad. 

			Por último, propongo considerar el espacio del agua-crimen, en actividades económicas que ponen en riesgo la salud pública por contaminación tóxica y usos abusivos, como ocurre con el fracking o determinadas explotaciones mineras.

			En mi informe presentado ante el Consejo de Derechos Humanos en Ginebra (Arrojo Agudo, 2023a) planteé y recomendé abrir el debate internacional sobre los supuestos reconocidos por el Estatuto de Roma como crímenes de lesa humanidad, y reconocer como tales los procesos de contaminación masiva y sistemática por metales pesados y otros tóxicos generados por determinadas actividades mineras. Procesos contaminantes que suponen el envenenamiento progresivo, acumulativo e irreversible de cientos de millones de personas, que afectan de manera particularmente inaceptable a niños y niñas. Planteé, igualmente, la necesidad de desbloquear la aprobación y tipificación del delito de ecocidio, que también debería aplicarse a estos procesos de contaminación tóxica, en la medida que, además de quebrar la salud pública, destruyen la biodiversidad y contaminan territorios, que pasan a ser prácticamente inhabitables por tiempo indefinido. Sirva como referencia, entre los muchos casos que podrían citarse, el del Perú, donde el propio Gobierno reconoce que, cuando menos, el 31,15 % de su población, unos 11 millones de personas, 84 % de niños y niñas de menos de 11 años (Vasquez Noblecilla, 2021), especialmente en poblaciones indígenas y campesinas, sufren la contaminación por metales pesados de actividades mineras, a menudo en las cabeceras fluviales, así como por masivos vertidos petroleros, especialmente en la Amazonía, tal y como denuncié en mi informe final, tras visitar oficialmente el país (Arrojo Agudo, 2023c).

			Discernir esos niveles de prioridad ética no es propio del mercado. No se trata de demonizar la lógica de mercado, sino de señalar que el mercado no es la herramienta adecuada para gestionar valores que el mercado ni sabe ni tiene por qué saber gestionar. Se trata, en suma, de no pedirle peras al olmo, sino de pedírselas a los perales.

			Es necesario desarrollar una gobernanza democrática del agua, basada en garantizar, ante todo, la sostenibilidad y la salud de los ecosistemas, entendidos y gestionados como patrimonios naturales, asumiendo una perspectiva de justicia intergeneracional; pero, además, es necesario gestionar el agua que extraemos de ellos como un bien común, esencial para la vida, y en particular para la vida y la dignidad de la gente, desde un enfoque de derechos humanos, sobre la base de las prioridades éticas reseñadas.

			4 La gestión de los ecosistemas acuáticos y del agua como bienes comunes

			Tal y como expliqué en el informe presentado en 2022 ante el Consejo de Derechos Humanos en Ginebra (Arrojo Agudo, 2022b) las cosmovisiones indígenas ofrecen un enfoque integrado para la gestión del territorio, que incluye la biodiversidad, los ecosistemas y las propias comunidades humanas, y en el que se asume un respeto sagrado a la naturaleza. Por otro lado, promueven prácticas de gestión comunitaria del agua y de los recursos necesarios para la vida, sin dejar a nadie atrás. Tales cosmovisiones y prácticas tradicionales nos ofrecen valiosas lecciones que entran en sintonía y coherencia, por un lado, con el paradigma de sostenibilidad y con la gestión integrada y ecosistémica de ríos y acuíferos y, por otro lado, con el desafío de promover una gobernanza democrática del agua, que necesitamos.

			En todo caso, reconocer esa sintonía, en lo referente a los valores de sostenibilidad y de gobernanza democrática, no debe llevarnos a planteamientos simplistas que ignoren la dificultad de gestionar esos valores en sociedades complejas y ecosistemas que desbordan, no solo la territorialidad de pequeñas comunidades, sino incluso los ámbitos nacionales. 

			Garantizar la sostenibilidad de los ecosistemas en cuanto a cuencas hidrográficas y acuíferos, y desarrollar una gobernanza democrática del agua en sociedades tan complejas y con usos tan diversos, desborda las capacidades locales y exige desarrollar responsabilidades públicas desde los Estados e, incluso, desde ámbitos supranacionales.

			A principios de los años setenta, la ONU introdujo el concepto de patrimonio natural en la Convención del Patrimonio Mundial de 1972,3 referido a hábitats de especies amenazadas y lugares naturales, con valor universal excepcional (art. 2), concepto que recogió más adelante, en 1979, el Convenio de Berna.4

			La Directiva Marco de Aguas de la UE establece, en el considerando 1, que “El agua no es un bien comercial […], sino un patrimonio que hay que proteger, defender y tratar como tal”;5 mientras el Parlamento Europeo considera el agua, los ecosistemas acuáticos y ecosistemas terrestres asociados, como patrimonios naturales.6 

			En la Conferencia Mundial del Agua, celebrada en 2023 en Nueva York, se habló de conceptualizar el ciclo hídrico como un bien común global. 

			En todas estas referencias emergen valores vinculados al agua como sostén de la vida que desbordan la lógica de mercado. El concepto de patrimonio natural, como legado, introduce, además, una responsabilidad intergeneracional de conservación del estado y de las funciones de los ecosistemas. En la medida que se trata de gestionar valores vitales que competen a todos y todas, tal gestión debe asumir el principio de no dejar a nadie atrás. En este sentido, sigue vigente la consideración del agua como bien común, propia de cosmovisiones ancestrales que los pueblos indígenas y muchas comunidades campesinas mantienen vivas. 

			Sin embargo, la gestión de valores como la sostenibilidad de los ecosistemas en cuanto a cuencas fluviales y acuíferos, o la gestión de ese bien común en sociedades sumamente complejas, con múltiples usos e intereses en juego, exige activar responsabilidades públicas por parte de los Estados, de instituciones internacionales e incluso de Naciones Unidas. Necesitamos, por tanto, afrontar el desafío democrático de gestionar bienes comunes bajo responsabilidad pública, garantizando participación, transparencia, rendición de cuentas y responsabilidad compartida, definiendo en cada caso la comunidad a la que debe vincularse esa gestión.

			En esta línea, en mi primer informe temático en 2021 ante la Asamblea General de la ONU en Nueva York (Arrojo Agudo, 2021a), defendía la consideración del agua como un bien común, así como la responsabilidad pública de los Estados a la hora de garantizar una gobernanza sostenible y democrática, basada en un enfoque de derechos humanos. Desde este enfoque asumía la consideración que hace el Comité sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales del agua como un bien público fundamental para la vida y la salud.7 Los Estados, por tanto, como depositarios de la representación de los pueblos, deben garantizar, no simplemente una gestión pública del agua, sino una gestión participativa, que no deje a nadie atrás ni al margen, y respetar las esencias de lo que exige gestionar un bien común.

			Desde este enfoque, es fundamental identificar la comunidad que debe vincularse a la gestión del bien común en cuestión. Cuando hablamos del clima como un bien común global, y afrontamos el cambio climático, resulta evidente que la comunidad es la humanidad en su conjunto, aunque con distintos niveles de responsabilidad según sea el nivel de gases de efecto invernadero emitidos por cada cual. Tiene, por tanto, sentido la consideración del ciclo hídrico como bien común global, suscitada en la Conferencia del Agua de Nueva York en 2023, en la medida que el ciclo hídrico forma parte del clima y depende hoy de la acción global de la humanidad frente al cambio climático en curso. 

			Sin embargo, más allá de las alteraciones pluviométricas generadas por el cambio climático, la gestión natural de las aguas dulces que vertebran la biodiversidad y la vida de las comunidades y sociedades humanas sobre islas y continentes se hace a través de los ecosistemas acuáticos. Por ello, es fundamental la consideración de estos ecosistemas como bienes comunes patrimoniales vinculados a los territorios y a las poblaciones que dependen de ellos. Por ello, aún suponiendo que recuperáramos el clima y, por tanto, el ciclo hídrico en las diversas regiones, seguiríamos teniendo que afrontar el reto de la gestión sostenible de los ecosistemas acuáticos, en estrecha vinculación con la población de cada cuenca y de cada acuífero. En este caso, la comunidad vinculada al patrimonio natural, como bien común en cada cuenca fluvial, no será la humanidad en su conjunto, sino la población de esa cuenca en concreto. Enfoque, por cierto, que sintoniza con la gestión ecosistémica respecto a la cuenca imperante en las legislaciones más avanzadas y con el reconocimiento por parte de Naciones Unidas del derecho de los pueblos indígenas a gestionar sus ecosistemas acuáticos en sus territorios.

			En todo caso, garantizar una gestión sostenible de ríos, lagos, humedales y acuíferos, desde un enfoque ecosistémico, no garantiza un uso justo y equitativo de los caudales disponibles. Podría haber un uso abusivo de esos caudales por parte de quienes tengan más poder económico o político. Promover una gestión del agua disponible desde un enfoque basado en los derechos humanos exige considerar el agua misma como un bien común, en el ámbito social en el que se administren los caudales disponibles. 

			Por ello, construir una gobernanza participativa del agua en cada territorio hace recomendable responsabilizar de la gestión de los servicios de agua y saneamiento a instituciones locales, ya sean municipales o comunitarias, con el apoyo de los Estados, que deben ofrecer en todo momento los medios necesarios para garantizar los derechos humanos, así como la participación, transparencia y rendición de cuentas que exige un enfoque de gestión basado en los derechos humanos. 

			La responsabilidad sobre la gestión de cuencas hidrográficas y acuíferos exige generalmente la intervención del Estado a fin de articular instituciones territoriales, abiertas a la participación efectiva de quienes habitan la cuenca.

			Esta gestión participativa, tanto local para los servicios de agua y saneamiento, como respecto a la cuenca en la planificación y gestión de los ecosistemas acuáticos, en absoluto disculpa o diluye la responsabilidad de los Gobiernos de supervisar y garantizar, con los medios necesarios, los objetivos de sostenibilidad y de adaptación al cambio climático, así como el cumplimiento de los derechos humanos en juego. 

			5 La gestión del agua en servicios y actividades productivas desde un enfoque basado en los derechos humanos

			Desde el movimiento por la nueva cultura del agua, que surgió al calor de la movilización social frente al Plan Hidrológico Nacional del 2000, se considera fundamental priorizar el agua para la vida y el interés general de la sociedad, así como promover una gestión sostenible basada en un enfoque de derechos humanos. Ello supone, por tanto, priorizar esos usos y funciones por encima del legítimo interés de todos y todas a mejorar nuestro nivel de vida o a enriquecernos con actividades económicas diversas. Actividades económicas que, bajo la visión neoliberal imperante, generan peligrosas y engañosas expectativas y objetivos de crecimiento ilimitado. Clarificar la gestión de los ecosistemas acuáticos y del agua misma, como bienes comunes, bajo la presión que imponen esos usos productivos, es el objetivo del informe que presento ante el Consejo de Derechos Humanos en 2024, sobre la gestión del agua en servicios y actividades productivas desde un enfoque de derechos humanos.

			Ante todo, tal y como se ha explicado anteriormente, es preciso asumir este tipo de usos en un tercer nivel de prioridad, por detrás del agua para la vida y de los usos y funciones de interés general. 

			Es fundamental, igualmente, respetar de forma efectiva el principio de no deterioro, evitando radicalmente vertidos tóxicos e impactos irreversibles en general. 

			Por otro lado, el insaciable crecimiento de demandas en actividades productivas pone en tensión, no solo los límites de sostenibilidad de los ecosistemas, sino el sistema concesional vigente, diseñado en su momento en un marco dominado por las estrategias de oferta (Arrojo Agudo, 2021b). 

			Se impone, por tanto, la necesidad de desarrollar enfoques de gestión basados en los principios, herramientas y medidas disponibles en el ámbito de la gestión pública, y en particular de la economía pública; y promover estrategias de gestión de la demanda que incentiven la racionalidad económica, la eficiencia y la responsabilidad, desde el respeto a los límites que impone la sostenibilidad de los ecosistemas. Principios, estrategias y herramientas que deben ser compatibles con la visión del agua como un bien común, gestionada desde un enfoque de derechos humanos. 

			Citaremos varios ejemplos al respecto, como el principio de recuperación de costes o el de quien contamina paga, adecuadamente entendidos y aplicados, que responden al principio de responsabilidad.

			El principio de recuperación de costes conlleva que cada cual cubra los costes que genere, tanto en amortizar inversiones como en cubrir gestión y mantenimiento, incluidos los costes de control y depuración de sus vertidos, y se carguen dichos costes sobre el precio de los bienes producidos. Desgraciadamente, sin embargo, a menudo, quienes más caudales demandan y mayores beneficios obtienen, suelen disfrutar de prioridad, subvenciones e, incluso, permisividad para sus vertidos, usando las palancas de poder de que disponen.

			Es importante, no obstante, aplicar adecuadamente este principio desarrollando un enfoque de derechos humanos, que ampare la legitimidad de apoyos y subvenciones para garantizar, por ejemplo, la asequibilidad en usos vinculados a derechos humanos u objetivos de equidad social, en favor de quienes viven en situaciones de mayor pobreza y vulnerabilidad. 

			En cuanto al principio de quien contamina paga, no debe entenderse como un derecho a contaminar por parte de quienes más capacidad de pago tengan. Por eso, es preferible, a mi entender, hablar del principio de quien deteriora repara. Tal principio debería entenderse como complementario, en última instancia, del principio de no deterioro, que rige en legislaciones avanzadas como la Directiva Marco de Aguas de la UE. Desde este enfoque, quienes produzcan daños ambientales, económicos o sociales, deben asumir los costes que permitan compensar o reparar dichos impactos. Ese debería ser el criterio que guíe las cuantías a pagar, a veces en forma de multas, más allá del objetivo de disuasión que debe evitar en particular, y de forma estricta, impactos irreversibles.

			Aplicar estos principios adecuadamente permite redimensionar drásticamente las inversiones públicas en materia de agua y saneamiento, en la medida que quienes produzcan los problemas carguen con los correspondientes costes. Por ejemplo, cuando se produce un crecimiento incontrolado de demandas, con perforación incluso de pozos ilegales, y se generan problemas de sobreexplotación o contaminación, por nitratos, pesticidas o purines, que afectan al abastecimiento de la población, la solución, con costosas infraestructuras de depuración o de transporte desde fuentes lejanas, suele implicar inversiones públicas y crecientes tarifas que pagan los vecinos, y no quienes generan los problemas. Aplicar un enfoque de derechos humanos exige priorizar las fuentes más cercanas de calidad para abastecer el agua potable y el saneamiento, de modo que se garantiza la potabilidad y asequibilidad de estos servicios, al tiempo que exige cargar los costes de nuevas infraestructuras sobre quienes generen nuevas demandas productivas.

			Una herramienta de economía pública que es preciso desarrollar desde un enfoque de derechos humanos es la de las tarifas. Tal y como ya se ha explicado, promover una gobernanza democrática del agua, bajo responsabilidad pública, no significa gratuidad del servicio, sino que exige desarrollar estrategias de responsabilidad compartida que permitan garantizar el sostén financiero mediante adecuadas tarifas. 

			Promover sistemas tarifarios por bloques de consumo y tarifas crecientes permite incentivar el uso responsable del servicio, garantizar el acceso universal al mismo y distribuir cargas desde criterios sociales. El primer tramo debería garantizar ese mínimo vital que requiere el cumplimiento de los derechos humanos al agua potable y al saneamiento, con una tarifa asequible e incluso gratuita para familias en situación de pobreza y vulnerabilidad. Un segundo tramo, con un nivel de uso razonable, debería cubrir costes; mientras que tramos superiores, vinculados a usos suntuarios, deberían tener tarifas mucho más elevadas. Con ello se induce una subvención cruzada de los usos suntuarios hacia los usos básicos, y se garantizan servicios de excelencia, incluso para quienes tienen dificultades de pago. Si reflexionamos sobre los criterios que induciría la lógica del mercado, nos percataremos que el mercado suele ofrecer rebajas a los mejores clientes, aplicando economías de escala e incentivando el consumo, a fin de maximizar beneficios. En este caso proponemos lo contrario: imponer mayores tarifas a quienes más consumen. La razón es clara: no se trata de hacer un buen negocio, sino de ofrecer un servicio de interés general y de acceso universal que minimice la huella ecológica. 

			Respecto a cómo afrontar las incertidumbres y riesgos derivados del cambio climático, en lo que se refiere a los usos productivos del agua, tal y como se explicó en el informe temático de 2021 ante la Asamblea General de la ONU (Arrojo Agudo, 2021b), desde un enfoque neoliberal se promueve valorar dichos riesgos desde la lógica especulativa que preside los mercados de futuros de Wall Street, estrategia que analizaremos en el próximo epígrafe. Lejos de esta lógica especulativa, lo que se viene promoviendo desde Naciones Unidas es aplicar el principio de precaución en la gestión de aguas, desarrollando estrategias de adaptación al cambio climático, basadas en una adecuada planificación hidrológica, de ordenación territorial y urbanística. Planificación que debe asumir un enfoque de derechos humanos, en el que se priorice la atención sobre la población en situación de mayor vulnerabilidad y se abran dinámicas de amplia participación social. 

			Tal y como se explica más adelante, complementar esa planificación con centros de intercambio, o bancos públicos de agua, en cuencas sensibles, puede flexibilizar el sistema concesional y mejorar la gestión de sequías, siempre que se garantice la primacía del interés general, transparencia y participación pública, desde una adecuada regulación. 

			6 Privatización, mercantilización y financiarización del agua

			Desde la década de los años setenta, en la que emerge el neoliberalismo con la escuela de Chicago, se han ido desarrollando diversos modelos de gestión basados en la consideración de los servicios de agua y saneamiento como servicios económicos, y del agua como un bien útil, escaso, parcelable y apropiable que se debe gestionar bajo la lógica del mercado. 

			Bajo la dictadura del general Pinochet, en Chile, se privatizaron de facto los caudales fluviales, cuyo control, en gran medida, pasó a manos de hidroeléctricas y grandes productores, que pudieron, y pueden, comprar-vender dichos derechos libremente. Posteriormente, en Gran Bretaña, bajo el Gobierno de Margaret Thatcher, se privatizaron las grandes infraestructuras de agua y saneamiento. 

			Sin embargo, el modelo dominante que se ha extendido por el mundo, con el apoyo en buena medida del Banco Mundial, es el promovido por los principales operadores franceses que dominan el sector. Desde este modelo, lo que se privatiza es la gestión de estos servicios, mediante concesiones, por largos periodos de tiempo, a operadores privados o incluso a empresas formalmente mixtas, desde la estrategia conocida como partenariado público-privado (PPP). Una estrategia que suele promover empresas mixtas, con un 51 % de accionariado público y una participación privada minoritaria del 49 %. La clave de esta estrategia privatizadora, tan sofisticada como eficaz, se basa en asumir por contrato que, en razón del know-how y del savoir-faire, es decir, en razón de la complejidad de las gestiones a realizar, las funciones de dirección de esas empresas mixtas corresponden al socio minoritario. Los contratos suelen, igualmente, establecer que las operaciones de compra y contratación puedan hacerse a empresas del grupo corporativo del operador privado, sin pasar por concurso público, de modo que se asegura lo que se conoce como un blindaje de los mercados de inputs secundarios. Tales prácticas corporativas, que bloquean de facto el libre mercado, inducen mayores costes que la empresa puede cargar sobre las tarifas a la ciudadanía, cuestión que también queda garantizada por contrato. Así, la mayor parte de los beneficios quedan enmascarados como costes en las cuentas del operador al cargo del servicio, aunque acaban siendo beneficios del grupo empresarial al que pertenece dicho operador. 

			Los periodos de concesión suelen ser de varias décadas, lo que permite blindar los contratos frente a posibles intenciones de reversión en el futuro, al tenerse que indemnizar no solo las inversiones hechas por el concesionario, sino el lucro esperado por este en todo el periodo de concesión.

			Otra pieza clave de la estrategia está en el llamado canon concesional que la empresa paga al ayuntamiento o entidad pública competente al inicio del contrato. Se trata de una especie de avance financiero, sumamente atractivo para las, a menudo, depauperadas arcas municipales, que la empresa cobra posteriormente a los vecinos en la tarifa. Este incentivo privatizador, que queda a libre disposición del Gobierno municipal y no tiene por qué financiar la mejora de los servicios de agua y saneamiento, quedó prohibido, de hecho, por la legislación de contratación pública en Francia, al considerarse que alimentaba estrategias financieras poco transparentes.8

			Mi antecesor en el cargo de relator, el profesor Leo Heller, centró su último informe ante la Asamblea General de la ONU en los riesgos e impactos sobre los derechos humanos al agua potable y al saneamiento de estas estrategias privatizadoras, especialmente para quienes viven en condiciones de pobreza y vulnerabilidad (Heller, 2020). Por mi parte, en mi primer informe ante la Asamblea General, al año siguiente, abordé el tema de los impactos de la mercantilización del agua y su financiarización (Arrojo Agudo, 2021b).

			Tras el antecedente de Chile, donde quedaron legalizados los libres mercados de derechos de agua, otros países, como Australia, Estados Unidos y en particular España, introdujeron reformas legales que permiten diversas formas de mercados de agua. Respetando sobre el papel el dominio público sobre los ecosistemas acuáticos y los caudales que se extraen de ellos, se legalizaron transacciones de derechos concesionales. En el informe que presenté ante la Asamblea General de la ONU en 2021 analicé los diversos modelos de compra-venta de derechos concesionales de agua, que van desde la compra-venta directa entre usuarios, bajo unas u otras condiciones reguladoras, a los llamados bancos de agua o centros de intercambio; es decir, instituciones públicas que recuperan derechos concesionales, con las correspondientes compensaciones económicas, para posteriormente reasignarlos, especialmente en ciclos de sequía.

			En España, en 2001, como respuesta a los problemas derivados de la sequía, el Gobierno promovió una reforma legal que introdujo dos posibles opciones, con el argumento de flexibilizar el rígido sistema concesional, a fin de mejorar la gobernanza del agua en tiempos de sequía: los contratos de cesión y los centros de intercambio.9

			Un contrato de cesión es un contrato por el que un usuario cede derechos de agua a otro a cambio del pago que acuerden, tras obtener el visto bueno de la Confederación Hidrográfica o de la Agencia de Aguas responsable de la masa de agua de la que se alimente la concesión en cuestión.

			Un centro de intercambio es una institución pública que puede crear la institución responsable de la planificación y gestión en una demarcación hidrográfica a fin de prevenir futuras sequías. A través de ese centro de intercambio, la Administración puede negociar la recuperación de derechos concesionales de cara a futuras sequías, por adelantado, ofreciendo la compensación económica que considere oportuna, y reasignarlos a los usos que considere prioritarios, en emergencia, cuando llegue la sequía, cobrando el precio que permita recuperar los costes de la operación.

			En principio, tales opciones quedaron sometidas a importantes regulaciones, similares, aunque menos exigentes, a las que en su día regularon los bancos de agua en California y otros estados del oeste norteamericano. Por ejemplo, debían ser transacciones dentro de la misma cuenca; debían permitir transferencias de usos de menor prioridad u otros de mayor prioridad; debían ser transacciones transitorias, sólo mientras durara la crisis de sequía, etc. Sin embargo, posteriormente, sucesivos decretos leyes irían rebajando las restricciones hasta quedar legalizadas opciones de mercado cuasilibres de derechos concesionales.

			En el informe reseñado ofrecí mi valoración crítica, sin paliativos, sobre los contratos de cesión, porque favorecen prácticamente libres mercados entre particulares, que generan precios abusivos, bajo la presión de situaciones de emergencia, lo que alimenta de facto una patrimonialización privada del agua, al margen de la lógica del interés general que se supone preside el sistema concesional vigente. 

			Los centros de intercambio, sin embargo, adecuadamente regulados y gestionados de forma transparente y participativa, pueden ser herramientas interesantes de prevención de sequías. En este caso, la Administración, garantizando participación pública, transparencia y rendición de cuentas, puede mantener un control efectivo sobre las concesiones estableciendo compensaciones económicas justas, negociadas con antelación y sin la presión de situaciones de emergencia; puede regular la reasignación de caudales en sequía garantizando los derechos humanos y la sostenibilidad de los ecosistemas acuáticos, y priorizando el interés general.

			A finales de 2020, el agua de California entró a cotizar en los mercados de futuros de Wall Street. De esta forma, se saltaba de la compra-venta de derechos de agua entre usuarios, bajo la lógica del libre mercado, a las estrategias especulativas que gobiernan esos mercados financieros; y todo con el pretendido argumento de adelantar la valoración del agua, como bien económico escaso, y con la incertidumbre que genera el cambio climático. En estos ámbitos especulativos, no son siquiera los usuarios más poderosos quienes fijan el precio del agua bajo la lógica del libre mercado, sino que son las grandes corporaciones financieras, los llamados inversores institucionales, quienes dominan el tablero de las grandes estrategias especulativas. Corporaciones que ni son usuarios de aguas, ni gestionan cuencas fluviales o acuíferos; simplemente compran derechos y especulan con ellos de cara al futuro, buscando obtener enormes beneficios a corto plazo. Tales estrategias, al igual que ha pasado con los mercados de futuros de alimentos básicos, suelen generar burbujas financieras que destruyen tejidos productivos, al tiempo que disparan riesgos sobre los derechos humanos de los más empobrecidos y sobre la insostenibilidad de los ecosistemas, tanto los actores más vulnerables como los ecosistemas, fuera de esos espacios de decisión.

			Tal y como expliqué en mi informe ante la Asamblea General de la ONU en 2021 (Arrojo Agudo, 2021b), afrontar las incertidumbres del cambio climático en curso no pasa por hacer del agua un activo financiero que se debe gestionar desde estrategias especulativas en los mercados de futuros, sino por desarrollar adecuadas estrategias de adaptación, abiertas en su elaboración y desarrollo a la participación pública, con especial atención a quienes viven en situaciones de mayor pobreza y vulnerabilidad.

			7 Afrontar el cambio climático desde un enfoque basado en los derechos humanos

			En 2022, con ocasión de la COP26, en Glasgow, publiqué un informe extraordinario sobre cambio climático y derechos humanos al agua potable y al saneamiento (Arrojo Agudo, 2022a).

			Tras largos debates sobre la existencia y las causas del cambio climático, podríamos decir, finalmente, que rige un amplio consenso sobre el efecto invernadero del CO2, como clave generadora del mismo, por lo que se asume que las estrategias de mitigación deben estar presididas por la transición energética. Sin embargo, los principales impactos socioeconómicos del cambio climático se producen en torno al vector agua, lo que exige colocar la transición hidrológica en el eje central de las estrategias de adaptación. A mi entender, se trata de asumir el desafío de transitar a una nueva cultura del agua que permita fortalecer, por un lado, la resiliencia ambiental de los ecosistemas acuáticos y, por otro lado, la resiliencia social, frente a los crecientes riesgos de sequía, inundación, crecimiento del nivel de los mares y fusión de masas glaciares en cabeceras fluviales.

			Fortalecer la resiliencia ambiental frente a eventos extremos relacionados con el agua requiere, ante todo, recuperar el buen estado de los ecosistemas acuáticos, y muy particularmente de los acuíferos, de los humedales y de los ecosistemas ribereños, por ser las piezas más inerciales del ciclo hídrico en islas y continentes. Los acuíferos subterráneos, como pulmones hídricos de la naturaleza, que almacenan ingentes caudales (30 veces más que los ríos, lagos y humedales), deberían gestionarse como reservas estratégicas para gestionar ciclos extraordinarios de sequía. 

			Los humedales, además de regular importantes caudales superficiales, brindar servicios de depuración natural y sostener ricos patrimonios de biodiversidad, desarrollan funciones de regulación y ablandamiento de crecidas, que reducen los riesgos de inundación aguas abajo. Los ecosistemas ribereños, si se conservan y se gestionan adecuadamente, pueden, igualmente, expandir y frenar las crecidas. Al respecto, es fundamental renegociar con los ríos sus espacios de expansión e inundación, en crecida, especialmente en los cursos medios. Ello supone, como se ha hecho en el Misisipi, retranquear o retirar motas de ribera, o dotarlas de compuertas que permitan una inundación blanda y controlada de determinados espacios, previa negociación de compensación con los propietarios. Estas estrategias se vienen demostrando las más rentables para ablandar las crecidas extraordinarias, reduciendo su energía cinética, y, por tanto, sus impactos aguas abajo, donde suelen concentrarse las mayores densidades de población.

			Por otro lado, fortalecer la resiliencia social frente a los riesgos que genera el cambio climático exige prestar especial atención a quienes viven en situaciones de mayor vulnerabilidad frente a crecidas fluviales o ciclos de sequía, y poner en el primer plano de las estrategias de adaptación los derechos humanos de esas poblaciones, tanto al agua potable y al saneamiento, como a una vivienda digna y segura, entre otros. 

			8 El agua como argumento para la paz y la cooperación

			En 2023 presenté, ante la Asamblea General de la ONU en Nueva York, el informe El agua como argumento para la paz, el hermanamiento y la cooperación (Arrojo Agudo, 2023b), en el que centré la atención en los ecosistemas acuáticos transfronterizos. 

			La necesaria cooperación entre los países que comparten una cuenca o un acuífero para garantizar una gestión sostenible se acentúa con la urgente necesidad de prevenir y gestionar los crecientes riesgos de sequías e inundaciones generados por el cambio climático. Es preciso entender y asumir que, al igual que las tormentas y los huracanes no reconocen espacios de soberanía nacional, los ríos, en lo referente a los riesgos de sequía o de inundación, tampoco reconocen fronteras. 

			Para ello, es necesario superar los tradicionales enfoques de gestión de recurso, pasando a nuevos enfoques de gestión ecosistémica, así como transitar del tradicional concepto de soberanía nacional sobre las aguas que discurren por el país al necesario enfoque de responsabilidad compartida en la gestión de esos ecosistemas, en línea con los principios, directrices y normas establecidos por la Convención sobre el derecho de los usos de los cursos de agua internacionales para fines distintos de la navegación.10 

			En particular, la Convención de Albufeira entre España y Portugal,11 que, sin duda, ha evolucionado de forma positiva siguiendo la coherencia que marca la Directiva Marco de Aguas de la UE, debería desarrollar plenamente un enfoque basado en los derechos humanos, promoviendo instituciones transfronterizas de planificación y gestión en cada una de las cuencas ibéricas compartidas y abriendo dinámicas de participación social transfronteriza.
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CRISIS GLOBAL DEL AGUA EN EL PLANETA AGUA, EL PLANETA AZUL

Pedro Arrojo Agudo®

Resumen

El texto se basa en los argumentos expuestos en los distintos informes presentados, hasta ahora, en calidad de relator
especial de las Naciones Unidas sobre los derechos humanos al agua potable y al saneamiento. Se parte de la paradoja que
supone la crisis vigente de acceso al agua potable en un planeta en el que el agua es abundante, para identificar tres desafios
clave: hacer las paces con nuestros rios, acuiferos y ecosistemas acuaticos: hacer del agua un argumento para la paz y la
cooperacion entre los pueblos: y promover una gobernanza democratica del agua, entendida como un bien comun y no como
una mercancia. En relacion con este iltimo desafio se propone la asignacion de distintos rangos éticos para la priorizacion
de los usos del agua. A continuacion, se promueve afrontar el cambio climatico y gestionar los ecosistemas acuaticos y
el agua como bienes comunes, garantizando la sostenibilidad desde un enfoque basado en los derechos humanos. Frente
a este enfoque, se apuntan los riesgos que derivan de la privatizacion, mercantilizacion y financiarizacion del agua. Se
concluye argumentando la necesidad de promover acuerdos e instituciones transfronterizas para gestionar cuencas y acuiferos
compartidos, al tiempo que denunciando el uso del agua como arma contra la poblacion civil en guerras como la de Gaza

Palabras clave: agua; crisis hidrica; derechos humanos; bien comun; sostenibilidad; gestion ecosistémica; cambio climatico.

GLOBAL WATER CRISIS ON PLANET WATER, THE BLUE PLANET
Abstract

The text is based on the arguments in the different reports presented by the United Nations Special Rapporteur on the
human rights to safe drinking water and sanitation. Its starting point is the paradox of the current crisis in access to
safe drinking water on a planet where water is abundant. It goes on to identify three key challenges: making peace
with our rivers, aquifers and aquatic ecosystems; making water an argument for peace and cooperation between
peoples; and promoting a democratic governance of water, understood as a common asset and not a commodity.
Assigning different ethical ranks for prioritising water uses is proposed with regard to the latter challenge. Next, the
article promotes tackling climate change and managing aquatic ecosystems and water as common assets, ensuring
sustainability through a human rights-based approach. The risks arising from privatisation, commercialisation and
financialisation of water are pointed out in relation to this approach. The article concludes by arguing for the need to
promote cross-border agreements and institutions to manage shared basins and aquifers, while denouncing the use of
water as a weapon against civilian populations, such as in the war in Gaza.

Kevwords. water; water crisis; human rights; common asset; sustainability, ecosvstem management; climate change.
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